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Marco Fidel Grajales Obando vs Colpensiones 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del proceso de la referencia. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría.
ORALIDAD

Providencia: 

 
Sentencia de Segunda Instancia, jueves 13 de octubre de 2016.

Radicación No: 
              
 
66001-31-05-005-2014-00657-01
Proceso: 

 
Ordinario Laboral.

Demandante:                     

Marco Fidel Grajales Obando
Demandado:                     

Colpensiones.
Juzgado de origen:         

Quinto Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:    
Pensión especial de vejez por hijo discapacitado a cargo. Requisitos. De la redacción legal y de la finalidad que se busca con esta norma, se desprenden dos clases de presupuestos: Los primeros encaminados a acceder al beneficio pensional, que son: i) ser madre o padre trabajador y tener a su cargo de manera exclusiva el cuidado de su hijo o hija discapacitado (a), ii) tener un hijo que padezca invalidez física o mental debidamente calificada, iii) que el hijo discapacitado dependa de la madre o padre y iv) que el padre o madre afiliado acredite el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media con prestación definida. Los segundos requisitos, son para la continuidad del beneficio pensional, es decir, para que no se suspenda el pago de la pensión y son dos: i) que el padre o madre no se reincorporen a la fuerza laboral y ii) que el hijo discapacitado permanezca en ese estado y dependa del padre o de la madre. Proceso Laboral. Libertad Probatoria. Por lo tanto y a manera de colofón, es claro que las partes pueden cumplir con su carga probatoria por cualquiera de los medios de prueba referidos por el legislador, sin que pueda limitarse tal facultad y, en cada caso puntual, el operador jurídico deberá definir si la prueba aportada cumple con la finalidad de acreditar el hecho que se pretende demostrar.  Prueba de la dependencia económica de hijo discapacitado congénito. el tema de la dependencia puede presumirse, pues este joven nunca ha tenido la oportunidad de ingresar al mercado laboral y menos aún de tan siquiera cotizar al sistema de pensiones, razón por la cual lógico es colegir que el padre es quien vela por su sostenimiento económico, reforzándose además esta conclusión, con la estructuración legal en cabeza del padre de una obligación alimentaria a favor de sus hijos, la cual en las condiciones antes anotadas, trasciende más allá de la habilitación de edad o el curso de unos estudios, convirtiéndose en una obligación permanente, dada además la poquísima probabilidad de recuperación o mejoramiento del hijo discapacitado de nacimiento.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy trece (13) de octubre de dos mil dieciséis (2016), siendo las diez y treinta minutos de la mañana (10:30 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su Sala de Decisión No. 03, presidida por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el recurso de apelación propuesto por la parte demandante contra la  de la sentencia del 01 de julio de 2015 del Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Marco Fidel Grajales Obando contra Colpensiones. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Persigue el actor que se declare que tiene el derecho al reconocimiento y pago de la pensión especial de vejez, por tener a su cargo a su hijo invalido, a partir del 01 de noviembre de 2011. En consecuencia pide condena por tal concepto contra Colpensiones, con el correspondiente retroactivo y los intereses de mora de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas del proceso.

Como hechos sustento de las pretensiones aludidas, se relata que el accionante se encuentra cotizando a Colpensiones  para los riegos de invalidez, vejez y muerte y cuenta con más de 1000 semanas cotizadas, que es padre del joven Juan David Grajales Osorio de 17 años de edad, que el joven Grajales Osorio fue calificado el día 20 de septiembre de 2013 con una pérdida de capacidad laboral del 56% estructurada el día de su nacimiento, que el actor elevó la reclamación para el reconocimiento de la pensión, que recibió respuesta negativa el 21 de mayo de 2014, bajo el argumento de que no reunía el número mínimo de semanas exigido.

Luego de admitida la demanda.se dio traslado de la misma a la parte demandada, la cual allegó contestación por medio de procurador judicial en la que aceptó todos los hechos demandados, pero se opuso a las pretensiones y formuló como medios de defensa los de “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios o indexación de montos”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Buena fe”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La Jueza a-quo negó las pretensiones. Para ello, se apoyó en la norma que contempla la prestación perseguida -parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993-, la cual establece como presupuestos para acceder a la prestación que se acredite la calidad de madre o padre cabeza de familia; que se cuente con las  cotizaciones exigidas para la pensión de vejez, según las reglas del régimen de prima media con prestación definida; que tenga un hijo o hija discapacitado debidamente calificado y dependiente del padre y que el hijo permanezca en esa condición –discapacidad- y el padre no se reincorpore a la vida laboral, encontrando que la parte actora no acreditó la condición de ser padre cabeza de familia y la dependencia económica de su hijo discapacitado, además que no cuenta con el número de semanas exigido para el año en que se elevó la solicitud  -2014- que eran un total de 1.275.

III. APELACIÓN.
La parte demandante estuvo en desacuerdo con la decisión, al estimar que en varias sentencias de tutela, la Corte Constitucional, en aplicación del principio de favorabilidad y en amparo de los intereses de la persona discapacitada, reconoció la pensión especial de vejez, buscando con eso el bienestar de la persona que padece la discapacidad.

IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Se reunieron los presupuestos necesarios para conceder la pensión especial de vejez al actor?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

El inciso segundo del parágrafo 2º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 consagra la pensión especial de vejez por tener a cargo a un hijo o hija discapacitado. La norma, en su tenor literal establece:

“La madre trabajadora cuyo hijo padezca invalidez física o mental, debidamente calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como dependiente de la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a cualquier edad, siempre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando menos el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de vejez. Este beneficio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral.” 
Este beneficio, mediante la sentencia C-989 de 2006, se extendió al padre trabajador que reúna iguales presupuestos a los exigidos.
De la redacción legal y de la finalidad que se busca con esta norma, se desprenden dos clases de presupuestos: Los primeros encaminados a acceder al beneficio pensional, que son: i) ser madre o padre trabajador y tener a su cargo de manera exclusiva el cuidado de su hijo o hija discapacitado (a), ii) tener un hijo que padezca invalidez física o mental debidamente calificada, iii) que el hijo discapacitado dependa de la madre o padre y iv) que el padre o madre afiliado acredite el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media con prestación definida.

Los segundos requisitos, son para la continuidad del beneficio pensional, es decir, para que no se suspenda el pago de la pensión y son dos: i) que el padre o madre no se reincorporen a la fuerza laboral y ii) que el hijo discapacitado permanezca en ese estado y dependa del padre o de la madre.

 En el caso que nos ocupa, la Jueza a-quo negó la pretensión, por tres aspectos puntuales. El primero de ellos, aludiendo a la insuficiencia de semanas exigidas en el régimen de prima media, pues el actor no contaba con las 1.275 semanas que se exigían en el año 2014 para acceder a la pensión de vejez; el segundo, es que el señor Grajales Obando no acreditó su condición de padre cabeza de familia y el tercero que no se demostró la dependencia económica del hijo inválido frente a su padre. 

Pues bien, ha de decirse que efectivamente, la prestación debe negarse, pues el actor Marco Fidel Grajales Obando no demostró la densidad de cotizaciones exigida por la norma, pues el parágrafo 4º en su inciso segundo, exige que la persona hubiere cotizado a lo menos el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de vejez, y en este caso, para la calenda desde la cual disfrutaría de la pensión de vejez, que es aquella en la cual se tuvo la certeza sobre el porcentaje de pérdida de capacidad laboral de su hijo -20 de septiembre de 2013- eran 1.250 mientras que el actor solamente contaba con 1.155. No puede esta Sala dejar de aplicar este requerimiento legal, en aras del alegado principio de la favorabilidad, dado que no existe otra norma que pueda regular el caso del actor, ni siquiera en virtud del régimen transicional del canon 36 de la Ley 100 de 1993, dado que el demandante no alcanzó los presupuestos para beneficiarse del mismo y esa, precisamente, es la hipótesis de la que se han valido los pronunciamientos de la Corte Constitucional en sede de tutela a los que refiere la apelante.

Lo anterior, es suficiente para confirmar la decisión negativa adoptada por la Jueza a-quo, siendo sin embargo, importante, dejar claros algunos aspectos frente a los restantes puntos que sustentaron la negativa de primer grado.

Aduce la a-quo que la calidad de padre cabeza de familia trabajador Y encargado de cuidar a su hijo discapacitado, necesariamente debe probarse por medio de prueba testimonial, por ser esta la prueba idónea para tal fin, desconociendo el principio de libertad probatoria que opera en el proceso laboral y que permite a las partes acreditar, por cualquier medio legal, los supuestos de hecho que sustentan las normas cuya aplicación se pide. Pero además, la falladora de primer grado, hace exigencias adicionales a las que trae la norma, al exigir que se debe acreditar la calidad de padre cabeza de familia, cuando la norma señala la acreditación de la calidad de trabajador que debe tener el progenitor y tener y tener a su cargo de manera exclusiva a su hijo invalido, siendo por tanto inexigible la aludida condición de cabeza de familia. Por lo tanto y a manera de colofón, es claro que las partes pueden cumplir con su carga probatoria por cualquiera de los medios de prueba referidos por el legislador, sin que pueda limitarse tal facultad y, en cada caso puntual, el operador jurídico deberá definir si la prueba aportada cumple con la finalidad de acreditar el hecho que se pretende demostrar.
En segundo lugar, frente al tema de la dependencia del hijo discapacitado respecto a su padre, vale la pena hacer hincapié en que son varios aspectos que debe tener en cuenta el juzgador, a la hora de evaluar tal situación. Por ejemplo, en casos como el presente, en el cual el joven Juan David Grajales Osorio desde su nacimiento se encuentra en condición de discapacidad (antecedente de hipoxia neonatal, asociada a retraso psicomotor del lenguaje y del aprendizaje severo, incapaz de valerse por sí mismo), el tema de la dependencia puede inferirse, pues este joven nunca ha tenido la oportunidad de ingresar al mercado laboral y menos aún de tan siquiera cotizar al sistema de pensiones, razón por la cual lógico es colegir que el padre es quien vela por su sostenimiento económico, reforzándose además esta conclusión, con la estructuración legal en cabeza del padre de una obligación alimentaria a favor de sus hijos, la cual en las condiciones antes anotadas, trasciende más allá de la habilitación de edad o el curso de unos estudios, convirtiéndose en una obligación permanente, dada además la poquísima probabilidad de recuperación o mejoramiento del hijo discapacitado de nacimiento. 
Por lo tanto, en este tipo de asuntos, es deber de los juzgadores verificar no solamente las pruebas que se aporten, sino las circunstancias mismas que rodean el caso, y verificar si de las mismas se puede colegir la dependencia que exige el legislador.

Conforme a lo dicho, perentoria es la confirmación de la decisión apelada, con las precisiones efectuadas en estas consideraciones.
Costas a cargo de la parte apelante.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el primero (01) de julio de 2015, dentro del proceso de la referencia, con las aclaraciones y precisiones efectuadas en las consideraciones.
2. Costas a cargo de la parte apelante.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
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